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Resumen 

 

Este informe enumera los artículos de la nueva propuesta 
constitucional que tratan sobre temas económicos o de 

financiamiento y se los compara con disposiciones contenidas en 
la Constitución vigente. 
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A continuación se presentan los artículos de la nueva propuesta constitucional que 

tratan sobre materias económicas o de financiamiento de prestaciones (columna 
izquierda), comparados con disposiciones equivalentes en la Constitución actual 

(columna derecha) 

1. Financiamiento de derechos fundamentales y garantías 

 

A. Progresividad del financiamiento de prestaciones estatales: 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 20 
1. El Estado debe adoptar todas las 

medidas necesarias para lograr de 
manera progresiva la plena 

satisfacción de los derechos 

fundamentales. Ninguna de ellas 
podrá tener un carácter regresivo 

que disminuya, menoscabe o impida 
injustificadamente su ejercicio.  

2. El financiamiento de las 
prestaciones estatales vinculadas al 

ejercicio de los derechos 
fundamentales propenderá a la 

progresividad. 

- 

 

B. Financiamiento del Sistema de Educación: 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 36 
1. El Sistema Nacional de Educación 

está integrado por los 
establecimientos y las instituciones 

de educación parvularia, básica, 

media y superior, creadas o 
reconocidas por el Estado. Se 

articula bajo el principio de 
colaboración y tiene como centro la 

experiencia de aprendizaje de las y 
los estudiantes.  

2. El Estado ejerce labores de 
coordinación, regulación, 

mejoramiento y supervigilancia del 

Sistema. La ley determinará los 
requisitos para el reconocimiento 

oficial de estos establecimientos e 
instituciones.  

3. Los establecimientos y las 
instituciones que lo conforman están 

sujetos al régimen común que fije la 
ley, son de carácter democrático, no 

podrán discriminar en su acceso, se 

Artículo 19.-  
La Constitución asegura a todas las 

personas: […] 
10º.- El derecho a la educación. La 

educación tiene por objeto el pleno 

desarrollo de la persona en las 
distintas etapas de su vida. Los 

padres tienen el derecho preferente 
y el deber de educar a sus hijos. 

Corresponderá al Estado otorgar 
especial protección al ejercicio de 

este derecho. Para el Estado es 
obligatorio promover la educación 

parvularia, para lo que financiará un 

sistema gratuito a partir del nivel 
medio menor, destinado a asegurar 

el acceso a éste y sus niveles 
superiores. El segundo nivel de 

transición es obligatorio, siendo 
requisito para el ingreso a la 

educación básica. La educación 
básica y la educación media son 

obligatorias, debiendo el Estado 
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rigen por los fines y principios de 
este derecho y tienen prohibida toda 

forma de lucro. 
4. El Sistema Nacional de Educación 

promueve la diversidad de saberes 
artísticos, ecológicos, culturales y 

filosóficos que conviven en el país.  
5. La Constitución reconoce la 

autonomía de los pueblos y naciones 
indígenas para desarrollar sus 

propios establecimientos e 

instituciones de conformidad con sus 
costumbres y cultura, respetando los 

fines y principios de la educación, y 
dentro de los marcos del Sistema 

Nacional de Educación establecidos 
por la ley.  

6. El Estado brindará oportunidades 
y apoyos adicionales a personas con 

discapacidad y en riesgo de 

exclusión. 
7. La educación pública constituye el 

eje estratégico del Sistema Nacional 
de Educación; su ampliación y 

fortalecimiento es un deber 
primordial del Estado, para lo cual 

articulará, gestionará y financiará un 
Sistema de Educación Pública de 

carácter laico y gratuito, compuesto 

por establecimientos e instituciones 
estatales de todos los niveles y 

modalidades educativas.  
8. El Estado debe financiar este 

Sistema de forma permanente, 
directa, pertinente y suficiente a 

través de aportes basales, a fin de 
cumplir plena y equitativamente con 

los fines y principios de la educación. 

 

financiar un sistema gratuito con tal 
objeto, destinado a asegurar el 

acceso a ellas de toda la población. 
En el caso de la educación media 

este sistema, en conformidad a la 
ley, se extenderá hasta cumplir los 

21 años de edad. Corresponderá al 
Estado, asimismo, fomentar el 

desarrollo de la educación en todos 
sus niveles; estimular la 

investigación científica y tecnológica, 

la creación artística y la protección e 
incremento del patrimonio cultural 

de la Nación. Es deber de la 
comunidad contribuir al desarrollo y 

perfeccionamiento de la educación; 

 

 

C. Financiamiento del sistema de salud: 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 44  
1. Toda persona tiene derecho a la 

salud y al bienestar integral, 

incluyendo sus dimensiones física y 
mental.  

Artículo 19.-  
La Constitución asegura a todas las 

personas: […] 

9º.- El derecho a la protección de la 
salud. El Estado protege el libre e 

igualitario acceso a las acciones de 
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2. Los pueblos y naciones indígenas 
tienen derecho a sus propias 

medicinas tradicionales, a mantener 
sus prácticas de salud y a conservar 

los componentes naturales que las 
sustentan. 

3. El Estado debe proveer las 
condiciones necesarias para alcanzar 

el más alto nivel posible de la salud, 
considerando en todas sus 

decisiones el impacto de las 

determinantes sociales y 
ambientales sobre la salud de la 

población.  
4. Corresponde exclusivamente al 

Estado la función de rectoría del 
sistema de salud, incluyendo la 

regulación, supervisión y 
fiscalización de las instituciones 

públicas y privadas.  

5. El Sistema Nacional de Salud es de 
carácter universal, público e 

integrado. Se rige por los principios 
de equidad, solidaridad, 

interculturalidad, pertinencia 
territorial, desconcentración, 

eficacia, calidad, oportunidad, 
enfoque de género, progresividad y 

no discriminación.  

6. Asimismo, reconoce, protege e 
integra las prácticas y conocimientos 

de los pueblos y naciones indígenas, 
así como a quienes las imparten, 

conforme a esta Constitución y la ley. 
7. El Sistema Nacional de Salud 

podrá estar integrado por 
prestadores públicos y privados. La 

ley determinará los requisitos y 

procedimientos para que 
prestadores privados puedan 

integrarse a este Sistema.  
8. Es deber del Estado velar por el 

fortalecimiento y desarrollo de las 
instituciones públicas de salud. 

9. El Sistema Nacional de Salud es 
financiado a través de las rentas 

generales de la nación. 

Adicionalmente, la ley podrá 
establecer cotizaciones obligatorias a 

empleadoras, empleadores, 

promoción, protección y 
recuperación de la salud y de 

rehabilitación del individuo. Le 
corresponderá, asimismo, la 

coordinación y control de las 
acciones relacionadas con la salud. 

Es deber preferente del Estado 
garantizar la ejecución de las 

acciones de salud, sea que se 
presten a través de instituciones 

públicas o privadas, en la forma y 

condiciones que determine la ley, la 
que podrá establecer cotizaciones 

obligatorias. Cada persona tendrá el 
derecho a elegir el sistema de salud 

al que desee acogerse, sea éste 
estatal o privado; 
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trabajadoras y trabajadores con el 
solo objeto de aportar 

solidariamente al financiamiento de 
este sistema. La ley determinará el 

órgano público encargado de la 
administración del conjunto de los 

fondos de este sistema. 
10. El Sistema Nacional de Salud 

incorpora acciones de promoción, 
prevención, diagnóstico, 

tratamiento, habilitación, 

rehabilitación e inclusión. La 
atención primaria constituye la base 

de este sistema y se promueve la 
participación de las comunidades en 

las políticas de salud y las 
condiciones para su ejercicio 

efectivo. 
11. El Estado generará políticas y 

programas de salud mental 

destinados a la atención y 
prevención con enfoque comunitario 

y aumentará progresivamente su 
financiamiento. 

 

 

 

D. Financiamiento de la seguridad social: 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 45 

1. Toda persona tiene derecho a la 
seguridad social, fundada en los 

principios de universalidad, 
solidaridad, integralidad, unidad, 

igualdad, suficiencia, participación, 
sostenibilidad y oportunidad.  

2. La ley establecerá un sistema de 

seguridad social público, que otorgue 
protección en caso de enfermedad, 

vejez, discapacidad, supervivencia, 
maternidad y paternidad, 

desempleo, accidentes del trabajo y 
enfermedades profesionales, y en las 

demás contingencias sociales de 
falta o disminución de medios de 

subsistencia o de capacidad para el 

trabajo. En particular, asegurará la 
cobertura de prestaciones a quienes 

Artículo 19.-  

La Constitución asegura a todas las 
personas: […] 

18º.- El derecho a la seguridad 
social. Las leyes que regulen el 

ejercicio de este derecho serán de 
quórum calificado. La acción del 

Estado estará dirigida a garantizar el 

acceso de todos los habitantes al 
goce de prestaciones básicas 

uniformes, sea que se otorguen a 
través de instituciones públicas o 

privadas. La ley podrá establecer 
cotizaciones obligatorias. El Estado 

supervigilará el adecuado ejercicio 
del derecho a la seguridad social; 

 



Biblioteca del Congreso Nacional, Departamento de Estudios, Extensión y Publicaciones 

 

7 

ejerzan trabajos domésticos y de 
cuidados.  

 
3. El Estado define la política de 

seguridad social. Esta se financiará 
por trabajadoras, trabajadores, 

empleadoras y empleadores, a 
través de cotizaciones obligatorias y 

rentas generales de la nación. Los 
recursos con que se financie la 

seguridad social no podrán ser 

destinados a fines distintos que el 
pago de los beneficios que 

establezca el sistema. 
4. Las organizaciones sindicales y de 

empleadores tienen derecho a 
participar en la dirección del sistema 

de seguridad social, en las formas 
que señale la ley.  

 

 

2. Mercado laboral 

 

A. Protección del trabajo: 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 46  

1. Toda persona tiene derecho al 

trabajo y a su libre elección. El 
Estado garantiza el trabajo decente y 

su protección. Este comprende el 
derecho a condiciones laborales 

equitativas, a la salud y seguridad en 
el trabajo, al descanso, al disfrute del 

tiempo libre, a la desconexión digital, 
a la garantía de indemnidad y al 

pleno respeto de los derechos 

fundamentales en el contexto del 
trabajo.  

2. Las trabajadoras y los 
trabajadores tienen derecho a una 

remuneración equitativa, justa y 
suficiente, que asegure su sustento y 

el de sus familias. Además, tienen 
derecho a igual remuneración por 

trabajo de igual valor. 

3. Se prohíbe cualquier 
discriminación laboral, el despido 

arbitrario y toda distinción que no se 

Artículo 19.-  

La Constitución asegura a todas las 

personas: […] 
16º.- La libertad de trabajo y su 

protección. Toda persona tiene 
derecho a la libre contratación y a la 

libre elección del trabajo con una 
justa retribución. Se prohíbe 

cualquiera discriminación que no se 
base en la capacidad o idoneidad 

personal, sin perjuicio de que la ley 

pueda exigir la nacionalidad chilena 
o límites de edad para determinados 

casos. Ninguna clase de trabajo 
puede ser prohibida, salvo que se 

oponga a la moral, a la seguridad o 
a la salubridad pública, o que lo exija 

el interés nacional y una ley lo 
declare así. Ninguna ley o 

disposición de autoridad pública 

podrá exigir la afiliación a 
organización o entidad alguna como 

requisito para desarrollar una 
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base en las competencias laborales o 
idoneidad personal.  

4. El Estado generará políticas 
públicas que permitan conciliar la 

vida laboral, familiar y comunitaria y 
el trabajo de cuidados.  

5. El Estado garantiza el respeto a los 
derechos reproductivos de las 

personas trabajadoras, eliminando 
riesgos que afecten la salud 

reproductiva y resguardando los 

derechos de la maternidad y 
paternidad.  

6. En el ámbito rural y agrícola, el 
Estado garantiza condiciones justas 

y dignas en el trabajo de temporada, 
resguardando el ejercicio de los 

derechos laborales y de seguridad 
social.  

7. Se reconoce la función social del 

trabajo. Un órgano autónomo debe 
fiscalizar y asegurar la protección 

eficaz de trabajadoras, trabajadores 
y organizaciones sindicales.  

8. Se prohíbe toda forma de 
precarización laboral, así como el 

trabajo forzoso, humillante o 
denigrante. 

 

determinada actividad o trabajo, ni 
la desafiliación para mantenerse en 

éstos. La ley determinará las 
profesiones que requieren grado o 

título universitario y las condiciones 
que deben cumplirse para ejercerlas. 

Los colegios profesionales 
constituidos en conformidad a la ley 

y que digan relación con tales 
profesiones, estarán facultados para 

conocer de las reclamaciones que se 

interpongan sobre la conducta ética 
de sus miembros. Contra sus 

resoluciones podrá apelarse ante la 
Corte de Apelaciones respectiva. Los 

profesionales no asociados serán 
juzgados por los tribunales 

especiales establecidos en la ley. […] 

 

 

B. Sindicalización y negociación colectiva: 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 47 

1. Las trabajadoras y los 
trabajadores, tanto del sector 

público como del privado, tienen 

derecho a la libertad sindical. Este 
comprende el derecho a la 

sindicalización, a la negociación 
colectiva y a la huelga.  

2. Las organizaciones sindicales son 
titulares exclusivas del derecho a la 

negociación colectiva, en tanto 
únicas representantes de 

trabajadoras y trabajadores ante el o 

los empleadores.  
3. El derecho de sindicalización 

comprende la facultad de constituir 

Artículo 19.-  

La Constitución asegura a todas las 
personas:  

[…] 

16º.- La libertad de trabajo y su 
protección. […] La negociación 

colectiva con la empresa en que 
laboren es un derecho de los 

trabajadores, salvo los casos en que 
la ley expresamente no permita 

negociar. La ley establecerá las 
modalidades de la negociación 

colectiva y los procedimientos 

adecuados para lograr en ella una 
solución justa y pacífica. La ley 

señalará los casos en que la 
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las organizaciones sindicales que 
estimen conveniente, en cualquier 

nivel, de carácter nacional e 
internacional, de afiliarse y 

desafiliarse de ellas, de darse su 
propia normativa, de trazar sus 

propios fines y de realizar su 
actividad sin intervención de 

terceros.  
4. Las organizaciones sindicales 

gozan de personalidad jurídica por el 

solo hecho de registrar sus estatutos 
en la forma que señale la ley.  

5. Se asegura el derecho a la 
negociación colectiva. Corresponde a 

las trabajadoras y los trabajadores 
elegir el nivel en que se desarrollará 

dicha negociación, incluyendo la 
negociación ramal, sectorial y 

territorial. Las únicas limitaciones a 

las materias susceptibles de 
negociación serán aquellas 

concernientes a los mínimos 
irrenunciables fijados por la ley a 

favor de trabajadoras y trabajadores. 
6. La Constitución garantiza el 

derecho a huelga de trabajadoras, 
trabajadores y organizaciones 

sindicales. Las organizaciones 

sindicales decidirán el ámbito de 
intereses que se defenderán a través 

de ella, los que no podrán ser 
limitados por la ley. 

7. La ley no podrá prohibir la huelga. 
Solo podrá limitarla 

excepcionalmente con el fin de 
atender servicios esenciales cuya 

paralización pueda afectar la vida, 

salud o seguridad de la población.  
8. No podrán sindicalizarse ni ejercer 

el derecho a la huelga quienes 
integren las policías y las Fuerzas 

Armadas. 
 

Artículo 48  
Las trabajadoras y los trabajadores, 

a través de sus organizaciones 

sindicales, tienen el derecho a 
participar en las decisiones de la 

empresa. La ley regulará los 

negociación colectiva deba 
someterse a arbitraje obligatorio, el 

que corresponderá a tribunales 
especiales de expertos cuya 

organización y atribuciones se 
establecerán en ella. No podrán 

declararse en huelga los funcionarios 
del Estado ni de las municipalidades. 

Tampoco podrán hacerlo las 
personas que trabajen en 

corporaciones o empresas, 

cualquiera que sea su naturaleza, 
finalidad o función, que atiendan 

servicios de utilidad pública o cuya 
paralización cause grave daño a la 

salud, a la economía del país, al 
abastecimiento de la población o a la 

seguridad nacional. La ley 
establecerá los procedimientos para 

determinar las corporaciones o 

empresas cuyos trabajadores 
estarán sometidos a la prohibición 

que establece este inciso; 
[…] 

19º.- El derecho de sindicarse en los 
casos y forma que señale la ley. La 

afiliación sindical será siempre 
voluntaria. Las organizaciones 

sindicales gozarán de personalidad 

jurídica por el solo hecho de registrar 
sus estatutos y actas constitutivas 

en la forma y condiciones que 
determine la ley. La ley contemplará 

los mecanismos que aseguren la 
autonomía de estas organizaciones. 

Las organizaciones sindicales no 
podrán intervenir en actividades 

político partidistas; 
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mecanismos por medio de los cuales 
se ejercerá este derecho. 

 

 

 
 

C. Trabajos domésticos y de cuidado: 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 49 

1. El Estado reconoce que los 

trabajos domésticos y de cuidados 
son trabajos socialmente necesarios 

e indispensables para la 
sostenibilidad de la vida y el 

desarrollo de la sociedad. 
Constituyen una actividad económica 

que contribuye a las cuentas 
nacionales y deben ser considerados 

en la formulación y ejecución de las 

políticas públicas.  
2. El Estado promueve la 

corresponsabilidad social y de 
género e implementará mecanismos 

para la redistribución del trabajo 
doméstico y de cuidados, procurando 

que no representen una desventaja 
para quienes la ejercen. 

 

- 

 

3. Derecho de propiedad 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 78  
1. Toda persona, natural o jurídica, 

tiene derecho de propiedad en todas 
sus especies y sobre toda clase de 

bienes, salvo aquellos que la 

naturaleza ha hecho comunes a 
todas las personas y los que la 

Constitución o la ley declaren 
inapropiables.  

2. Corresponderá a la ley determinar 
el modo de adquirir la propiedad, su 

contenido, límites y deberes, 
conforme con su función social y 

ecológica. 

3. Ninguna persona puede ser 
privada de su propiedad, sino en 

virtud de una ley que autorice la 

Artículo 19.-  
La Constitución asegura a todas las 

personas: […] 
24º.- El derecho de propiedad en sus 

diversas especies sobre toda clase 

de bienes corporales o incorporales. 
Sólo la ley puede establecer el modo 

de adquirir la propiedad, de usar, 
gozar y disponer de ella y las 

limitaciones y obligaciones que 
deriven de su función social. Esta 

comprende cuanto exijan los 
intereses generales de la Nación, la 

seguridad nacional, la utilidad y la 

salubridad públicas y la conservación 
del patrimonio ambiental. Nadie 

puede, en caso alguno, ser privado 
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expropiación por causa de utilidad 
pública o interés general declarado 

por el legislador. 
4. La propietaria o el propietario 

siempre tiene derecho a que se le 
indemnice por el justo precio del bien 

expropiado.  
5. El pago deberá efectuarse de 

forma previa a la toma de posesión 
material del bien expropiado y la 

persona expropiada siempre podrá 

reclamar de la legalidad del acto 
expropiatorio, así como del monto y 

de la modalidad de pago ante los 
tribunales que determine la ley.  

6. Cualquiera sea la causa invocada 
para llevar a cabo la expropiación, 

siempre debe estar debidamente 
fundada. 

 

de su propiedad, del bien sobre que 
recae o de alguno de los atributos o 

facultades esenciales del dominio, 
sino en virtud de ley general o 

especial que autorice la expropiación 
por causa de utilidad pública o de 

interés nacional, calificada por el 
legislador. El expropiado podrá 

reclamar de la legalidad del acto 
expropiatorio ante los tribunales 

ordinarios y tendrá siempre derecho 

a indemnización por el daño 
patrimonial efectivamente causado, 

la que se fijará de común acuerdo o 
en sentencia dictada conforme a 

derecho por dichos tribunales. A 
falta de acuerdo, la indemnización 

deberá ser pagada en dinero efectivo 
al contado. La toma de posesión 

material del bien expropiado tendrá 

lugar previo pago del total de la 
indemnización, la que, a falta de 

acuerdo, será determinada 
provisionalmente por peritos en la 

forma que señale la ley. En caso de 
reclamo acerca de la procedencia de 

la expropiación, el juez podrá, con el 
mérito de los antecedentes que se 

invoquen, decretar la suspensión de 

la toma de posesión. […] 

 

 

4. Libertad económica y derechos del consumidor 

 

A. Libertad para desarrollar actividades económicas: 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 80  
1. Toda persona, natural o jurídica, 

tiene libertad de emprender y 
desarrollar actividades económicas. 

Su ejercicio debe ser compatible con 
los derechos consagrados en esta 

Constitución y la protección de la 
naturaleza.  

2. El contenido y los límites de este 

derecho serán determinados por las 
leyes que regulen su ejercicio, las 

Artículo 19.-  
La Constitución asegura a todas las 

personas: […] 
21º.- El derecho a desarrollar 

cualquiera actividad económica que 
no sea contraria a la moral, al orden 

público o a la seguridad nacional, 
respetando las normas legales que la 

regulen. El Estado y sus organismos 

podrán desarrollar actividades 
empresariales o participar en ellas 
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que deberán promover el desarrollo 
de las empresas de menor tamaño y 

asegurarán la protección de las 
consumidoras y los consumidores. 

 
 

sólo si una ley de quórum calificado 
los autoriza. En tal caso, esas 

actividades estarán sometidas a la 
legislación común aplicable a los 

particulares, sin perjuicio de las 
excepciones que por motivos 

justificados establezca la ley, la que 
deberá ser, asimismo, de quórum 

calificado; 

 

 

B. Derechos del consumidor: 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 81  
1. Toda persona tiene derecho, en su 

condición de consumidora o usuaria, 
a la libre elección, a la información 

veraz, a no ser discriminada, a la 

seguridad, a la protección de su 
salud y el medioambiente, a la 

reparación e indemnización 
adecuada y a la educación para el 

consumo responsable.  
2. El Estado protegerá el ejercicio de 

estos derechos, mediante 
procedimientos eficaces y un órgano 

con facultades interpretativas, 
fiscalizadoras, sancionadoras y las 

demás que le otorgue la ley. 

- 

 

5. Derechos de autor 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 95 

1. La Constitución asegura a toda 
persona la protección de los 

derechos de autor sobre sus obras 

intelectuales, científicas y artísticas. 
Estos comprenden los derechos 

morales y patrimoniales sobre ellas, 
en conformidad y por el tiempo que 

señale la ley, el que no será inferior 
a la vida del autor.  

2. Se asegura la protección de los 
derechos de intérpretes o 

ejecutantes sobre sus 

Artículo 19.-  

La Constitución asegura a todas las 
personas: […] 

25º.- La libertad de crear y difundir 

las artes, así como el derecho del 
autor sobre sus creaciones 

intelectuales y artísticas de cualquier 
especie, por el tiempo que señale la 

ley y que no será inferior al de la vida 
del titular. El derecho de autor 

comprende la propiedad de las obras 
y otros derechos, como la 

paternidad, la edición y la integridad 

de la obra, todo ello en conformidad 
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interpretaciones o ejecuciones, de 
conformidad con la ley. 

 

a la ley. Se garantiza, también, la 
propiedad industrial sobre las 

patentes de invención, marcas 
comerciales, modelos, procesos 

tecnológicos u otras creaciones 
análogas, por el tiempo que 

establezca la ley. Será aplicable a la 
propiedad de las creaciones 

intelectuales y artísticas y a la 
propiedad industrial lo prescrito en 

los incisos segundo, tercero, cuarto 

y quinto del número anterior y […] 

 

6. Bienes comunes 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 134  
1. Los bienes comunes naturales son 

elementos o componentes de la 

naturaleza sobre los cuales el Estado 
tiene un deber especial de custodia 

con el fin de asegurar los derechos 
de la naturaleza y el interés de las 

generaciones presentes y futuras.  
2. Son bienes comunes naturales el 

mar territorial y su fondo marino; las 
playas; las aguas, glaciares y 

humedales; los campos 

geotérmicos; el aire y la atmósfera; 
la alta montaña, las áreas protegidas 

y los bosques nativos; el subsuelo, y 
los demás que declaren la 

Constitución y la ley.  
3. Entre estos bienes son 

inapropiables el agua en todos sus 
estados, el aire, el mar territorial y 

las playas, los reconocidos por el 

derecho internacional y los que la 
Constitución o las leyes declaren 

como tales. 
4. Tratándose de los bienes comunes 

naturales que sean inapropiables, el 
Estado debe preservarlos, 

conservarlos y, en su caso, 
restaurarlos. Debe, asimismo, 

administrarlos de forma 

democrática, solidaria, participativa 
y equitativa. Respecto de aquellos 

- 
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bienes comunes naturales que se 
encuentren en el dominio privado, el 

deber de custodia del Estado implica 
la facultad de regular su uso y goce, 

con las finalidades establecidas en el 
inciso 1.  

5. El Estado podrá otorgar 
autorizaciones administrativas para 

el uso de los bienes comunes 
naturales inapropiables, conforme a 

la ley, de manera temporal, sujetas a 

causales de caducidad, extinción y 
revocación, con obligaciones 

específicas de conservación, 
justificadas en el interés público, la 

protección de la naturaleza y el 
beneficio colectivo. Estas 

autorizaciones, ya sean individuales 
o colectivas, no generan derechos de 

propiedad. 

6. Cualquier persona podrá exigir el 
cumplimiento de los deberes 

constitucionales de custodia de los 
bienes comunes naturales. La ley 

determinará el procedimiento y los 
requisitos de esta acción. 

 

 

7. Recursos naturales 

 

A. Comercialización del agua: 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 134 

[…] 
2. Son bienes comunes naturales el 

mar territorial y su fondo marino; las 

playas; las aguas, glaciares y 
humedales; los campos 

geotérmicos; el aire y la atmósfera; 
la alta montaña, las áreas protegidas 

y los bosques nativos; el subsuelo, y 
los demás que declaren la 

Constitución y la ley.  
3. Entre estos bienes son 

inapropiables el agua en todos sus 

estados, el aire, el mar territorial y 
las playas, los reconocidos por el 

Artículo 19.- La Constitución asegura 

a todas las personas: 
[…] 

24º.- El derecho de propiedad en sus 

diversas especies sobre toda clase 
de bienes corporales o incorporales. 

[…] 
Los derechos de los particulares 

sobre las aguas, reconocidos o 
constituidos en conformidad a la ley, 

otorgarán a sus titulares la 
propiedad sobre ellos; 
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derecho internacional y los que la 
Constitución o las leyes declaren 

como tales. 
[…] 

 
 

Artículo 142  
El Estado velará por un uso 

razonable de las aguas. Las 
autorizaciones de uso de agua serán 

otorgadas por la Agencia Nacional 

del Agua, de carácter incomerciable, 
concedidas basándose en la 

disponibilidad efectiva de las aguas, 
y obligarán al titular al uso que 

justifica su otorgamiento. 
 

 

 

B. Minerales: 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 145  
1. El Estado tiene el dominio 

absoluto, exclusivo, inalienable e 
imprescriptible de todas las minas y 

las sustancias minerales, metálicas, 
no metálicas y los depósitos de 

sustancias fósiles e hidrocarburos 

existentes en el territorio nacional, 
con excepción de las arcillas 

superficiales, sin perjuicio de la 
propiedad sobre los terrenos en que 

estén situadas.  
2. La exploración, la explotación y el 

aprovechamiento de estas 
sustancias se sujetarán a una 

regulación que considere su carácter 

finito, no renovable, de interés 
público intergeneracional y la 

protección ambiental. 
 

Artículo 146  
Quedan excluidos de toda actividad 

minera los glaciares, las áreas 
protegidas, las que por razones de 

protección hidrográfica establezca la 

ley y las demás que ella declare.  
 

Artículo 147  

Artículo 19.- La Constitución asegura 
a todas las personas: 

[…] 
24º.- El derecho de propiedad en sus 

diversas especies sobre toda clase 
de bienes corporales o incorporales. 

[…] 

El Estado tiene el dominio absoluto, 
exclusivo, inalienable e 

imprescriptible de todas las minas, 
comprendiéndose en éstas las 

covaderas, las arenas metalíferas, 
los salares, los depósitos de carbón 

e hidrocarburos y las demás 
sustancias fósiles, con excepción de 

las arcillas superficiales, no obstante 

la propiedad de las personas 
naturales o jurídicas sobre los 

terrenos en cuyas entrañas 
estuvieren situadas. Los predios 

superficiales estarán sujetos a las 
obligaciones y limitaciones que la ley 

señale para facilitar la exploración, 
la explotación y el beneficio de 

dichas minas. 

Corresponde a la ley determinar qué 
sustancias de aquellas a que se 

refiere el inciso precedente, 
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1. El Estado debe establecer una 
política para la actividad minera y su 

encadenamiento productivo, la que 
considerará, a lo menos, la 

protección ambiental y social, la 
innovación y la generación de valor 

agregado.  
2. El Estado debe regular los 

impactos y efectos sinérgicos 
generados en las distintas etapas de 

la actividad minera, incluyendo su 

encadenamiento productivo, cierre o 
paralización, en la forma que 

establezca la ley. Es obligación de 
quien realice la actividad minera 

destinar recursos para reparar los 
daños causados, los pasivos 

ambientales y mitigar sus efectos 
nocivos en los territorios en que esta 

se desarrolla, de acuerdo con la ley. 

La ley especificará el modo en que 
esta obligación se aplicará a la 

pequeña minería y pirquineros.  
3. El Estado adoptará las medidas 

necesarias para proteger a la 
pequeña minería y pirquineros, las 

fomentará y facilitará el acceso y uso 
de las herramientas, tecnologías y 

recursos para el ejercicio tradicional 

y sustentable de la actividad. 
 

exceptuados los hidrocarburos 
líquidos o gaseosos, pueden ser 

objeto de concesiones de 
exploración o de explotación. Dichas 

concesiones se constituirán siempre 
por resolución judicial y tendrán la 

duración, conferirán los derechos e 
impondrán las obligaciones que la 

ley exprese, la que tendrá el carácter 
de orgánica constitucional. La 

concesión minera obliga al dueño a 

desarrollar la actividad necesaria 
para satisfacer el interés público que 

justifica su otorgamiento. Su 
régimen de amparo será establecido 

por dicha ley, tenderá directa o 
indirectamente a obtener el 

cumplimiento de esa obligación y 
contemplará causales de caducidad 

para el caso de incumplimiento o de 

simple extinción del dominio sobre la 
concesión. En todo caso dichas 

causales y sus efectos deben estar 
establecidos al momento de 

otorgarse la concesión. Será de 
competencia exclusiva de los 

tribunales ordinarios de justicia 
declarar la extinción de tales 

concesiones. Las controversias que 

se produzcan respecto de la 
caducidad o extinción del dominio 

sobre la concesión serán resueltas 
por ellos; y en caso de caducidad, el 

afectado podrá requerir de la justicia 
la declaración de subsistencia de su 

derecho. El dominio del titular sobre 
su concesión minera está protegido 

por la garantía constitucional de que 

trata este número. La exploración, la 
explotación o el beneficio de los 

yacimientos que contengan 
sustancias no susceptibles de 

concesión, podrán ejecutarse 
directamente por el Estado o por sus 

empresas, o por medio de 
concesiones administrativas o de 

contratos especiales de operación, 

con los requisitos y bajo las 
condiciones que el Presidente de la 

República fije, para cada caso, por 
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decreto supremo. Esta norma se 
aplicará también a los yacimientos 

de cualquier especie existentes en 
las aguas marítimas sometidas a la 

jurisdicción nacional y a los situados, 
en todo o en parte, en zonas que, 

conforme a la ley, se determinen 
como de importancia para la 

seguridad nacional. El Presidente de 
la República podrá poner término, en 

cualquier tiempo, sin expresión de 

causa y con la indemnización que 
corresponda, a las concesiones 

administrativas o a los contratos de 
operación relativos a explotaciones 

ubicadas en zonas declaradas de 
importancia para la seguridad 

nacional. 

 

8. Empresas públicas 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 182  

1. El Estado participa en la economía 
para cumplir sus fines 

constitucionales, de acuerdo con los 
principios y objetivos económicos de 

solidaridad, pluralismo económico, 

diversificación productiva y 
economía social y solidaria. En el 

ejercicio de sus potestades regula, 
fiscaliza, fomenta y desarrolla 

actividades económicas, conforme a 
lo establecido en esta Constitución y 

la ley.  
2. La Constitución reconoce al Estado 

iniciativa para desarrollar actividades 

económicas, mediante las formas 
diversas de propiedad, gestión y 

organización que autorice la ley.  
3. Las empresas públicas se crearán 

por ley, se regirán por el régimen 
jurídico que esta determine y les 

serán aplicables las normas sobre 
probidad y rendición de cuentas.  

4. El Estado fomentará la innovación, 

los mercados locales, los circuitos 
cortos y la economía circular.  

Artículo 19.- La Constitución asegura 

a todas las personas: 
[…] 

21º.- El derecho a desarrollar 
cualquiera actividad económica que 

no sea contraria a la moral, al orden 

público o a la seguridad nacional, 
respetando las normas legales que la 

regulen. El Estado y sus organismos 
podrán desarrollar actividades 

empresariales o participar en ellas 
sólo si una ley de quórum calificado 

los autoriza. En tal caso, esas 
actividades estarán sometidas a la 

legislación común aplicable a los 

particulares, sin perjuicio de las 
excepciones que por motivos 

justificados establezca la ley, la que 
deberá ser, asimismo, de quórum 

calificado; 
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5. El Estado debe prevenir y 
sancionar los abusos en los 

mercados. Las prácticas de colusión 
entre empresas y abusos de posición 

dominante, así como las 
concentraciones empresariales que 

afecten el funcionamiento eficiente, 
justo y leal de los mercados, se 

entenderán como conductas 
contrarias al interés social. La ley 

establecerá las sanciones a los 

responsables. 
 

 

9. Responsabilidad fiscal 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 183  

1. Las finanzas públicas se 

conducirán conforme a los principios 
de sostenibilidad y responsabilidad 

fiscal, los que guiarán el actuar del 
Estado en todas sus instituciones y 

en todos sus niveles.  
2. El Estado usará sus recursos de 

forma razonable, óptima, eficaz y 
eficiente, en beneficio de las 

personas y en función de los 

objetivos que la Constitución y las 
leyes les impongan.  

3. Sin perjuicio de los distintos tipos 
de responsabilidad a que pueda dar 

lugar el incumplimiento de las 
obligaciones en materia financiera, la 

ley deberá establecer mecanismos 
para un resarcimiento efectivo del 

patrimonio público.  

 

- 

 

10. Desarrollo sostenible 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 184  
1. Es deber del Estado en el ámbito 

de sus competencias financieras, 
establecer una política permanente 

- 
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de desarrollo sostenible y armónico 
con la naturaleza.  

2. Con el objeto de contar con 
recursos para el cuidado y la 

reparación de los ecosistemas, la ley 
podrá establecer tributos sobre 

actividades que afecten al 
medioambiente. Asimismo, la ley 

podrá establecer tributos sobre el 
uso de bienes comunes naturales, 

bienes nacionales de uso público o 

bienes fiscales. Cuando dichas 
actividades estén territorialmente 

circunscritas, la ley debe distribuir 
recursos a la entidad territorial que 

corresponda. 
 

 

11. Tributos 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 185 
1. Todas las personas y entidades 

deberán contribuir al sostenimiento 
de los gastos públicos mediante el 

pago de los impuestos, las tasas y las 
contribuciones que autorice la ley. El 

sistema tributario se funda en los 

principios de igualdad, 
progresividad, solidaridad y justicia 

material, el cual, en ningún caso, 
tendrá alcance confiscatorio. Tendrá 

dentro de sus objetivos la reducción 
de las desigualdades y la pobreza.  

2. El ejercicio de la potestad 
tributaria admite la creación de 

tributos que respondan a fines 

distintos de la recaudación, debiendo 
tener en consideración límites tales 

como la necesidad, la razonabilidad y 
la transparencia.  

3. Los tributos que se recauden, 
cualquiera sea su naturaleza, 

ingresarán a las arcas fiscales o a las 
entidades territoriales según 

corresponda conforme a la 

Constitución. Excepcionalmente, la 
ley podrá crear tributos en favor de 

Artículo 19.- La Constitución asegura 
a todas las personas: 

[…] 
20º.- La igual repartición de los 

tributos en proporción a las rentas o 
en la progresión o forma que fije la 

ley, y la igual repartición de las 

demás cargas públicas. En ningún 
caso la ley podrá establecer tributos 

manifiestamente desproporcionados 
o injustos. Los tributos que se 

recauden, cualquiera que sea su 
naturaleza, ingresarán al patrimonio 

de la Nación y no podrán estar 
afectos a un destino determinado. 

Sin embargo, la ley podrá autorizar 

que determinados tributos puedan 
estar afectados a fines propios de la 

defensa nacional. Asimismo, podrá 
autorizar que los que gravan 

actividades o bienes que tengan una 
clara identificación regional o local 

puedan ser aplicados, dentro de los 
marcos que la misma ley señale, por 

las autoridades regionales o 

comunales para el financiamiento de 
obras de desarrollo; 
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las entidades territoriales que graven 
las actividades o bienes con una 

clara identificación con los 
territorios.  

4. Las entidades territoriales solo 
podrán establecer tasas y 

contribuciones dentro de su territorio 
conforme a una ley marco que 

establecerá el hecho gravado.  
5. Anualmente, la autoridad 

competente publicará, conforme a la 

ley, los ingresos afectos a impuestos 
y las cargas tributarias estatales, 

regionales y comunales, así como los 
beneficios tributarios, subsidios, 

subvenciones o bonificaciones de 
fomento a la actividad empresarial, 

incluyendo personas naturales y 
jurídicas. También deberá estimarse 

anualmente en la Ley de 

Presupuestos y publicarse el costo de 
estos beneficios fiscales.  

6. No procederá plebiscito y 
referéndum en materia tributaria. 

 

 

12. Financiamiento la entidades territoriales  

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 244  

1. La actividad financiera de las 
entidades territoriales se realizará 

coordinadamente entre ellas, el 
Estado y las autoridades 

competentes, las cuales deberán 
cooperar y colaborar entre sí y evitar 

la duplicidad e interferencia de 

funciones, velando en todo momento 
por la satisfacción del interés 

general.  
2. Lo anterior se aplicará también 

respecto de todas las competencias 
o potestades que se atribuyan a las 

entidades territoriales.  
 

Artículo 245  

1. Las entidades territoriales 
autónomas cuentan con autonomía 

Artículo 115.-  

Para el gobierno y administración 
interior del Estado a que se refiere el 

presente capítulo se observará como 
principio básico la búsqueda de un 

desarrollo territorial armónico y 
equitativo. Las leyes que se dicten al 

efecto deberán velar por el 

cumplimiento y aplicación de dicho 
principio, incorporando asimismo 

criterios de solidaridad entre las 
regiones, como al interior de ellas, 

en lo referente a la distribución de 
los recursos públicos. Sin perjuicio 

de los recursos que para su 
funcionamiento se asignen a los 

gobiernos regionales en la Ley de 

Presupuestos de la Nación y de 
aquellos que provengan de lo 
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financiera en sus ingresos y gastos 
para el cumplimiento de sus 

competencias, la cual deberá 
ajustarse a los principios de 

suficiencia, coordinación, equilibrio 
presupuestario, solidaridad y 

compensación interterritorial, 
sostenibilidad, responsabilidad y 

eficiencia económica.  
2. La Ley de Presupuestos deberá 

propender a que, progresivamente, 

una parte significativa del gasto 
público sea ejecutado a través de los 

gobiernos subnacionales, en función 
de las responsabilidades propias que 

debe asumir cada nivel de gobierno.  
3. El deber y la facultad de velar por 

la estabilidad macroeconómica y 
fiscal serán centralizados. 

 

Artículo 246  
1. La autonomía financiera de las 

entidades territoriales implica la 
facultad de ordenar y gestionar sus 

finanzas públicas en el marco de la 
Constitución y las leyes, en beneficio 

de sus habitantes, bajo los criterios 
de responsabilidad y sostenibilidad 

financiera. 

2. La suficiencia financiera se 
determinará bajo criterios objetivos 

tales como correspondencia entre 
competencias y recursos necesarios 

para su cumplimiento, equilibrio 
presupuestario, coordinación, no 

discriminación arbitraria entre 
entidades territoriales, igualdad en 

las prestaciones sociales, desarrollo 

armónico de los territorios, unidad, 
objetividad, razonabilidad, 

oportunidad y transparencia.  
 

Artículo 247 
 Las entidades territoriales tendrán 

las siguientes fuentes de ingresos: a) 
Los recursos asignados por la Ley de 

Presupuestos. b) Los impuestos en 

favor de la entidad territorial. c) La 
distribución de los impuestos 

establecida en la Ley de 

dispuesto en el Nº 20º del artículo 
19, dicha ley contemplará una 

proporción del total de los gastos de 
inversión pública que determine, con 

la denominación de fondo nacional 
de desarrollo regional. La Ley de 

Presupuestos de la Nación 
contemplará, asimismo, gastos 

correspondientes a inversiones 
sectoriales de asignación regional 

cuya distribución entre regiones 

responderá a criterios de equidad y 
eficiencia, tomando en consideración 

los programas nacionales de 
inversión correspondientes. La 

asignación de tales gastos al interior 
de cada región corresponderá al 

gobierno regional. A iniciativa de los 
gobiernos regionales o de uno o más 

ministerios podrán celebrarse 

convenios anuales o plurianuales de 
programación de inversión pública 

entre gobiernos regionales, entre 
éstos y uno o más ministerios o 

entre gobiernos regionales y 
municipalidades, cuyo cumplimiento 

será obligatorio. La ley orgánica 
constitucional respectiva establecerá 

las normas generales que regularán 

la suscripción, ejecución y 
exigibilidad de los referidos 

convenios. La ley podrá autorizar a 
los gobiernos regionales y a las 

empresas públicas para asociarse 
con personas naturales o jurídicas a 

fin de propiciar actividades e 
iniciativas sin fines de lucro que 

contribuyan al desarrollo regional. 

Las entidades que al efecto se 
constituyan se regularán por las 

normas comunes aplicables a los 
particulares. Lo dispuesto en el 

inciso anterior se entenderá sin 
perjuicio de lo establecido en el 

número 21º del artículo 19. 
 

 

[…] 
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Presupuestos. d) Las tasas y 
contribuciones. e) La distribución de 

los fondos solidarios. f) La 
transferencia fiscal interterritorial. g) 

La administración y 
aprovechamiento de su patrimonio. 

h) Las donaciones, las herencias y 
los legados que reciban conforme a 

la ley. i) Otras que determinen la 
Constitución y la ley. 

 

Artículo 248  
1. Los ingresos fiscales generados 

por impuestos son distribuidos entre 
la Administración central y las 

entidades territoriales en la forma 
establecida en la Ley de 

Presupuestos.  
2. La ley definirá el órgano 

encargado de recopilar y 

sistematizar la información necesaria 
para proponer al Poder Legislativo 

las fórmulas de distribución de los 
ingresos fiscales, de compensación 

fiscal entre entidades territoriales y 
de los recursos a integrar en los 

diversos fondos. Para estos efectos, 
se deberá considerar la participación 

y representación de las entidades 

territoriales.  
3. Durante el trámite legislativo 

presupuestario, el órgano 
competente sugerirá una fórmula de 

distribución de ingresos fiscales, la 
cual considerará los criterios de 

distribución establecidos por la ley.  
 

Artículo 249  

1. La Administración y las entidades 
territoriales deben contribuir a la 

corrección de las desigualdades que 
existan entre ellas.  

2. La ley establecerá fondos de 
compensación para las entidades 

territoriales con una menor 
capacidad fiscal. El órgano 

competente, sobre la base de 

criterios objetivos, sugerirá al 
legislador los recursos que deberán 

ser integrados a estos fondos. 

Artículo 122.- Las municipalidades 
gozarán de autonomía para la 

administración de sus finanzas. La 
Ley de Presupuestos de la Nación 

podrá asignarles recursos para 
atender sus gastos, sin perjuicio de 

los ingresos que directamente se les 
confieran por la ley o se les otorguen 

por los gobiernos regionales 
respectivos. Una ley orgánica 

constitucional contemplará un 

mecanismo de redistribución 
solidaria de los ingresos propios 

entre las municipalidades del país 
con la denominación de fondo 

común municipal. Las normas de 
distribución de este fondo serán 

materia de ley. 
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3. La ley establecerá un fondo de 
contingencia y estabilización 

macroeconómica para garantizar los 
recursos de las entidades 

territoriales ante fluctuaciones de 
ingresos ordinarios.  

4. En virtud de la solidaridad 
interterritorial, la Administración 

central deberá realizar 
transferencias directas 

incondicionales a las entidades 

territoriales que cuenten con 
ingresos fiscales inferiores a la mitad 

del promedio ponderado de estas.  
5. Las regiones y comunas 

autónomas que cuenten con ingresos 
por sobre el promedio ponderado de 

ingresos fiscales transferirán 
recursos a aquellas equivalentes con 

ingresos bajo el promedio. El órgano 

competente sugerirá una fórmula al 
legislador para realizar tales 

transferencias. 
 

Artículo 250  
Los gobiernos regionales y locales 

podrán emitir deuda en conformidad 
con lo que disponga la ley, general o 

especial, la que establecerá al menos 

las siguientes regulaciones: a) La 
prohibición de destinar los fondos 

recaudados mediante emisión de 
deuda o empréstitos al 

financiamiento de gasto corriente. b) 
Los mecanismos que garanticen que 

la deuda sea íntegra y debidamente 
servida por el deudor. c) La 

prohibición del establecimiento de 

garantías o cauciones del fisco. d) El 
establecimiento de límites máximos 

de endeudamiento como porcentaje 
del presupuesto anual del gobierno 

regional y municipal respectivo y la 
obligación de mantener una 

clasificación de riesgo actualizada. e) 
Restricciones en períodos 

electorales. f) Estos recursos no 

podrán ser destinados a 
remuneraciones ni a gasto corriente. 
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13. Ley de presupuestos 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 277  

1. El proyecto de Ley de 

Presupuestos deberá ser presentado 
por quien ejerza la Presidencia de la 

República a lo menos con tres meses 
de anterioridad a la fecha en que 

debe empezar a regir.  
2. Si el proyecto no fuera 

despachado dentro de los noventa 
días de presentado, regirá el 

proyecto inicialmente enviado por la 

Presidenta o el Presidente.  
3. El proyecto de ley comenzará su 

tramitación en una comisión especial 
de presupuestos compuesta por 

igual número de diputadas y 
diputados y de representantes 

regionales. La comisión especial no 
podrá aumentar ni disminuir la 

estimación de los ingresos, pero 

podrá reducir los gastos contenidos 
en el proyecto de Ley de 

Presupuestos, salvo los que estén 
establecidos por ley permanente.  

4. Aprobado el proyecto por la 
comisión especial de presupuestos, 

será enviado al Congreso de 
Diputadas y Diputados para su 

tramitación como ley de acuerdo 

regional.  
5. La estimación del rendimiento de 

los recursos que consulta la Ley de 
Presupuestos y de los nuevos que 

establezca cualquiera otra iniciativa 
de ley corresponderá a quien ejerza 

la Presidencia de la República, previo 
informe de los organismos técnicos 

respectivos, sin perjuicio de las 

atribuciones de la Secretaría de 
Presupuestos del Congreso y de la 

Cámara.  
6. No se podrá aprobar ningún nuevo 

gasto con cargo al erario público sin 
que se indiquen, al mismo tiempo, 

las fuentes de recursos necesarios 
para atender dicho gasto. La Ley de 

Artículo 67.-  

El proyecto de Ley de Presupuestos 

deberá ser presentado por el 
Presidente de la República al 

Congreso Nacional, a lo menos con 
tres meses de anterioridad a la fecha 

en que debe empezar a regir; y si el 
Congreso no lo despachare dentro 

de los sesenta días contados desde 
su presentación, regirá el proyecto 

presentado por el Presidente de la 

República. El Congreso Nacional no 
podrá aumentar ni disminuir la 

estimación de los ingresos; sólo 
podrá reducir los gastos contenidos 

en el proyecto de Ley de 
Presupuestos, salvo los que estén 

establecidos por ley permanente. La 
estimación del rendimiento de los 

recursos que consulta la Ley de 

Presupuestos y de los nuevos que 
establezca cualquiera otra iniciativa 

de ley, corresponderá 
exclusivamente al Presidente, previo 

informe de los organismos técnicos 
respectivos. No podrá el Congreso 

aprobar ningún nuevo gasto con 
cargo a los fondos de la Nación sin 

que se indiquen, al mismo tiempo, 

las fuentes de recursos necesarios 
para atender dicho gasto. Si la 

fuente de recursos otorgada por el 
Congreso fuere insuficiente para 

financiar cualquier nuevo gasto que 
se apruebe, el Presidente de la 

República, al promulgar la ley, previo 
informe favorable del servicio o 

institución a través del cual se 

recaude el nuevo ingreso, 
refrendado por la Contraloría 

General de la República, deberá 
reducir proporcionalmente todos los 

gastos, cualquiera que sea su 
naturaleza. 
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Presupuestos no puede crear 
tributos ni beneficios tributarios.  

7. Si la fuente de recursos otorgada 
por el Congreso de Diputadas y 

Diputados fuera insuficiente para 
financiar cualquier nuevo gasto que 

se apruebe, quien ejerza la 
Presidencia de la República, al 

promulgar la ley, previo informe 
favorable del servicio o de la 

institución a través del cual se 

recaude el nuevo ingreso, 
refrendado por la Contraloría 

General de la República, deberá 
reducir proporcionalmente todos los 

gastos, cualquiera que sea su 
naturaleza.  

8. En la tramitación de la Ley de 
Presupuestos, así como respecto de 

los presupuestos regionales y 

comunales, se deberá garantizar la 
participación popular  

 

 

14. Banco Central 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 357  

1. El Banco Central es un órgano 
autónomo con personalidad jurídica 

y patrimonio propio, de carácter 
técnico, encargado de formular y 

conducir la política monetaria.  
2. La ley regulará su organización, 

atribuciones y sistemas de control, 
así como la determinación de 

instancias de coordinación entre el 

Banco y el Gobierno.  
 

Artículo 358  
1. Le corresponde en especial al 

Banco Central, para contribuir al 
bienestar de la población, velar por 

la estabilidad de los precios y el 
normal funcionamiento de los pagos 

internos y externos.  

2. Para el cumplimiento de su objeto, 
el Banco Central deberá considerar la 

Artículo 108.-  

Existirá un organismo autónomo, 
con patrimonio propio, de carácter 

técnico, denominado Banco Central, 
cuya composición, organización, 

funciones y atribuciones 
determinará una ley orgánica 

constitucional.  
 

Artículo 109.- El Banco Central sólo 

podrá efectuar operaciones con 
instituciones financieras, sean 

públicas o privadas. De manera 
alguna podrá otorgar a ellas su 

garantía, ni adquirir documentos 
emitidos por el Estado, sus 

organismos o empresas. Sin 
perjuicio de lo anterior, en 

situaciones excepcionales y 

transitorias, en las que así lo 
requiera la preservación del normal 
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estabilidad financiera, la volatilidad 
cambiaria, la protección del empleo, 

el cuidado del medioambiente y del 
patrimonio natural y los principios 

que señalen la Constitución y la ley.  
3. El Banco, al adoptar sus 

decisiones, deberá tener presente la 
orientación general de la política 

económica del Gobierno. 
 

Artículo 359  

Son atribuciones del Banco Central la 
regulación de la cantidad de dinero y 

de crédito en circulación, la ejecución 
de operaciones de crédito y cambios 

internacionales, y la potestad para 
dictar normas en materia monetaria, 

crediticia, financiera y de cambios 
internacionales, y las demás que 

establezca la ley.  

 
Artículo 360  

1. El Banco Central solo podrá 
efectuar operaciones con 

instituciones financieras, sean estas 
públicas o privadas. De ninguna 

manera podrá otorgarles su garantía 
ni adquirir documentos emitidos por 

el Estado, sus órganos o empresas.  

2. Ningún gasto público o préstamo 
podrá financiarse con créditos 

directos e indirectos del Banco 
Central.  

3. Sin perjuicio de lo anterior, en 
situaciones excepcionales y 

transitorias en las que así lo requiera 
la preservación del normal 

funcionamiento de los pagos internos 

y externos, el Banco Central podrá 
comprar durante un período 

determinado y vender en el mercado 
secundario abierto, instrumentos de 

deuda emitidos por el fisco, en 
conformidad con la ley.  

 
Artículo 361  

El Banco Central rendirá cuenta 

periódica al Congreso de Diputadas y 
Diputados y a la Cámara de las 

Regiones en sesión conjunta, sobre 

funcionamiento de los pagos 
internos y externos, el Banco Central 

podrá comprar durante un período 
determinado y vender, en el 

mercado secundario abierto, 
instrumentos de deuda emitidos por 

el Fisco, de conformidad a lo 
establecido en su ley orgánica 

constitucional. Ningún gasto público 
o préstamo podrá financiarse con 

créditos directos o indirectos del 

Banco Central. Con todo, en caso de 
guerra exterior o de peligro de ella, 

que calificará el Consejo de 
Seguridad Nacional, el Banco Central 

podrá obtener, otorgar o financiar 
créditos al Estado y entidades 

públicas o privadas. El Banco Central 
no podrá adoptar ningún acuerdo 

que signifique de una manera directa 

o indirecta establecer normas o 
requisitos diferentes o 

discriminatorios en relación a 
personas, instituciones o entidades 

que realicen operaciones de la 
misma naturaleza. 
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la ejecución de las políticas a su 
cargo, las medidas y normas 

generales que adopte en el ejercicio 
de sus funciones y atribuciones y los 

demás asuntos que se le soliciten, 
mediante informes u otros 

mecanismos que determine la ley.  
 

Artículo 362  
1. La dirección y administración 

superior del Banco Central estará a 

cargo de un consejo, al que le 
corresponderá cumplir las funciones 

y ejercer las atribuciones que 
señalen la Constitución y la ley.  

2. El Consejo estará integrado por 
siete consejeras y consejeros 

designados por la Presidenta o el 
Presidente de la República, con el 

acuerdo del Congreso de Diputadas y 

Diputados y la Cámara de las 
Regiones en sesión conjunta, por la 

mayoría de sus integrantes en 
ejercicio.  

3. Durarán en el cargo un período de 
diez años, no serán reelegibles, y se 

renovarán por parcialidades en 
conformidad con la ley.  

4. Las consejeras y los consejeros del 

Banco Central deben ser 
profesionales de comprobada 

idoneidad y trayectoria en materias 
relacionadas con las competencias 

de la institución. La ley determinará 
sus requisitos, responsabilidades, 

inhabilidades e incompatibilidades.  
5. La presidenta o el presidente del 

Consejo, que lo será también del 

Banco Central, será designado por la 
Presidenta o el Presidente de la 

República de entre quienes integren 
el Consejo, y durará cinco años en 

este cargo o el tiempo menor que le 
reste como consejero, pudiendo ser 

reelegido para un nuevo período. 
 

Artículo 363  

1. Quienes integren el Consejo 
podrán ser destituidos de sus cargos 

por resolución de la mayoría de los 
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integrantes del pleno de la Corte 
Suprema, previo requerimiento de la 

mayoría de quienes ejerzan como 
consejeros, de la Presidenta o el 

Presidente de la República o por la 
mayoría de diputadas y diputados o 

de representantes regionales en 
ejercicio, conforme al procedimiento 

que establezca la ley.  
2. La remoción solo podrá fundarse 

en que el consejero haya realizado 

actos graves en contra de la probidad 
pública, o haya incurrido en alguna 

de las prohibiciones o 
incompatibilidades establecidas en la 

Constitución o la ley, o haya 
concurrido con su voto a decisiones 

que afecten gravemente la 
consecución del objeto del Banco 

Central.  

3. La persona destituida no podrá ser 
designada nuevamente como 

consejera, ni ser funcionaria del 
Banco Central o prestarle servicios, 

sin perjuicio de las demás sanciones 
que establezca la ley.  

 
Artículo 364  

1. No podrán integrar el Consejo 

quienes en los doce meses anteriores 
a su designación hayan participado 

en la propiedad o ejercido como 
director, gerente o ejecutivo principal 

de una empresa bancaria, 
administradora de fondos, o 

cualquiera otra que preste servicios 
de intermediación financiera, sin 

perjuicio de las demás inhabilidades 

que establezca la ley.  
2. Una vez que cesen en su cargo, 

quienes hayan integrado el Consejo 
tendrán la misma inhabilidad por un 

período de doce meses. 
 

 

15. Otros temas económicos 

A. Priorización de relaciones comerciales con América Latina: 
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Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 14 

[…] 

3. Chile declara a América Latina y el 
Caribe como zona prioritaria en sus 

relaciones internacionales. Se 
compromete con el mantenimiento 

de la región como una zona de paz y 
libre de violencia; impulsa la 

integración regional, política, social, 
cultural, económica y productiva 

entre los Estados, y facilita el 
contacto y la cooperación 

transfronteriza entre pueblos 

indígenas.” 

- 

 

 

B. Especulación en materia de suelos: 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 51 

[…]  

5. El Estado garantiza la 

disponibilidad del suelo necesario 

para la provisión de vivienda digna y 
adecuada. Administra un Sistema 

Integrado de Suelos Públicos con 
facultades de priorización de uso, de 

gestión y disposición de terrenos 
fiscales para fines de interés social, y 

de adquisición de terrenos privados, 
conforme a la ley. Asimismo, 

establecerá mecanismos para 

impedir la especulación en materia 
de suelo y vivienda que vaya en 

desmedro del interés público, de 
conformidad con la ley. 

- 

 

 

C. Producción Agrícola: 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 54  

1. Es deber del Estado asegurar la 
soberanía y seguridad alimentaria. 

Para esto promoverá la producción, 
la distribución y el consumo de 

alimentos que garanticen el derecho 
a la alimentación sana y adecuada, 

el comercio justo y sistemas 

- 
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alimentarios ecológicamente 
responsables.  

2. El Estado fomenta la producción 
agropecuaria ecológicamente 

sustentable.  

3. Reconoce, fomenta y apoya la 

agricultura campesina e indígena, la 
recolección y la pesca artesanal, en 

tanto actividades fundamentales 
para la producción de alimentos. 

4. Del mismo modo, promueve el 

patrimonio culinario y gastronómico 
del país. 

 

 
D. Empresas cooperativas de energía y autoconsumo: 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 59  

1. Toda persona tiene derecho a un 

mínimo vital de energía asequible y 

segura.  

2. El Estado garantiza el acceso 

equitativo y no discriminatorio a la 
energía que permita a las personas 

satisfacer sus necesidades, velando 
por la continuidad de los servicios 

energéticos.  

3. Asimismo, regula y fomenta una 

matriz energética distribuida, 

descentralizada y diversificada, 
basada en energías renovables y de 

bajo impacto ambiental.  

4. La infraestructura energética es de 

interés público.  

5. El Estado fomenta y protege las 

empresas cooperativas de energía y 
el autoconsumo. 

- 

 

 
E. Empresas cooperativas: 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 73  

1. El Estado reconoce la función 
social, económica y productiva de las 

cooperativas y fomenta su 
desarrollo, conforme al principio de 

ayuda mutua. 

- 
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2. Las cooperativas podrán 
agruparse en federaciones, 

confederaciones o en otras formas de 
organización. La ley regulará su 

creación y funcionamiento, 
garantizando su autonomía, y 

preservará, mediante los 
instrumentos correspondientes, su 

naturaleza y finalidades. 

 
 

F. Recursos indígenas: 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 79  

1. El Estado reconoce y garantiza, 

conforme con la Constitución, el 
derecho de los pueblos y naciones 

indígenas a sus tierras, territorios y 
recursos.  

2. La propiedad de las tierras 

indígenas goza de especial 
protección. El Estado establecerá 

instrumentos jurídicos eficaces para 
su catastro, regularización, 

demarcación, titulación, reparación y 
restitución.  

3. La restitución constituye un 
mecanismo preferente de 

reparación, de utilidad pública e 

interés general.  

4. Conforme con la Constitución y la 

ley, los pueblos y naciones indígenas 
tienen derecho a utilizar los recursos 

que tradicionalmente han usado u 
ocupado, que se encuentran en sus 

territorios y sean indispensables 
para su existencia colectiva. 

- 

 

 
G. Valorización de residuos: 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 133 

Es deber del Estado regular y 
fomentar la gestión, reducción 

y valorización de residuos. 

 

- 
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H. Servicios públicos: 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 176  

1. Es deber del Estado proveer de 
servicios públicos universales y de 

calidad, los cuales contarán con un 
financiamiento suficiente. 

2. El Estado planificará y coordinará 
de manera intersectorial la provisión, 

prestación y cobertura de estos 
servicios, bajo los principios de 

generalidad, uniformidad, 
regularidad y pertinencia territorial. 

- 

 

I. Empresas regionales: 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 224  

Son atribuciones esenciales de los 

gobiernos regionales las siguientes: 

[…] 

c) Proponer a la asamblea regional la 
creación de empresas públicas 

regionales o la participación en 

empresas regionales para la gestión 
de servicios de su competencia, 

según lo dispuesto en la 
Constitución, la ley y el estatuto 

regional. 

[…] 

 

 

Artículo 226 

Son atribuciones de la asamblea 
regional: 

[…] 

ñ) Aprobar, a propuesta de la 

gobernadora o del gobernador 
regional y previa ratificación de la 

Cámara de las Regiones, la creación 
de empresas públicas regionales o la 

participación en empresas 

regionales. 

[…] 

- 
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I. Territorios especiales: 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 236  

1. Son territorios especiales Rapa Nui 
y el archipiélago Juan Fernández, los 

que se rigen por sus respectivos 
estatutos.  

2. En virtud de las particularidades 
geográficas, climáticas, ambientales, 

económicas, sociales y culturales de 
una determinada entidad territorial o 

parte de esta, la ley podrá crear 
territorios especiales.  

3. En los territorios especiales, la ley 

podrá establecer regímenes 
económicos y administrativos 

diferenciados, así como su duración, 
teniendo en consideración las 

características propias de estas 
entidades. 

 
Artículo 237  

1. La ley creará y regulará la 

administración de un Fondo para 
Territorios Especiales, cuyos 

recursos serán destinados 
exclusivamente a los fines para los 

cuales fueron creados. 
2. Asimismo, la Administración 

central y las entidades territoriales 
autónomas deberán destinar 

recursos propios al financiamiento de 

los territorios especiales respectivos. 

Artículo 126 bis.-  

Son territorios especiales los 
correspondientes a Isla de Pascua y 

al Archipiélago Juan Fernández. El 
Gobierno y Administración de estos 

territorios se regirá por los estatutos 
especiales que establezcan las leyes 

orgánicas constitucionales 
respectivas. Los derechos a residir, 

permanecer y trasladarse hacia y 
desde cualquier lugar de la 

República, garantizados en el 

numeral 7º del artículo 19, se 
ejercerán en dichos territorios en la 

forma que determinen las leyes 
especiales que regulen su ejercicio, 

las que deberán ser de quórum 
calificado. 

 

 

J. Comercio a pequeña escala: 

Propuesta nueva  Constitución Actual 

Artículo 243  
El Estado fomenta los mercados 

locales, las ferias libres y los circuitos 

cortos de comercialización e 
intercambio de bienes y productos 

relacionados a la ruralidad. 

- 

 

 

 




